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LIQUIDACIÓN DE COSTAS / NO PROCEDE RECURSO DE APELACIÓN / ARTÍCULOS 26, 36 y 37 DE LA LEY 472 DE 1998 /CONFIRMA INADMISIBILIDAD. “[E]n materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares, pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición. (…) [F]ue acertada la decisión objeto de súplica, sin que haya lugar a analizar desde otra óptica la cuestión, en razón a que el recurrente tampoco expuso las razones jurídicas que le sirven de fundamento para decir que sí procede la apelación contra el auto  que impugnó.”. 

Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCC, auto del 8 de octubre de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia STC 13797-2015, expediente  2015-00422-01.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

             SALA DUAL DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos.

Pereira, diciembre primero (1) de dos mil dieciséis (2016)  
Acta No. 569 de diciembre 1 de 2016

Expediente 66400-31-89-001-2015-00059-02
Procede esta Sala Dual
 a decidir el recurso de súplica formulado por el demandante Javier Elías Arias Idárraga, en la acción popular que promovió contra IPS Pasbisalud SAS, frente a la providencia del pasado 12 de octubre, mediante la cual el magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo declaró inadmisible el recurso de apelación que aquel interpuso contra el auto proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 30 de agosto último.
ANTECEDENTES

En la última providencia, el funcionario de primera sede rehízo de manera oficiosa la liquidación de costas elaborada por la secretaria y la aprobó; inconforme, el demandante interpuso recurso de reposición contra ese auto y en subsidio el de apelación; el 19 de septiembre resolvió el juzgado no reponer el auto impugnado y concedió la alzada.

Recibido el expediente en este tribunal, el magistrado al que correspondió por reparto, al efectuar el examen preliminar, inadmitió el recurso de apelación, porque de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 472 de 1988, “….contra los autos que se dicten durante el trámite de la acción popular procede el recurso de reposición, en tanto que el de apelación solo procede contra la sentencia que se dicte en primera instancia (art. 37), o bien contra el auto que decrete medidas cautelares, porque así expresamente lo señala el artículo 26 ibídem”.
Frente a esa determinación el demandante interpuso recursos de reposición, súplica, insistencia, casación o el que corresponda en derecho y mediante proveído del 24 de octubre pasado, resolvió el magistrado que conoce del asunto darle el trámite del segundo y previo el traslado que ordena el artículo 322 del CGP, llegó el expediente a esta Sala.

Para fundamentar el recurso dijo el demandante en ininteligible escrito: “Curioso que el grandioso operador judicial, consigne que no existe la alzada frente a la liquidación de costas, pues la ley 472/98 se rige por sus propias normas…. “Pues si solo se aplica las REGLAS PROPIAS de la ley ESPECIAL 472/98, como se decreta desierta mis alzadas o como CREE poder terminar mi acción con figura INEXISTENTE en la ley 472/98, llamada desistimiento tácito y se niega a aplicar art 84 ley 472/98. Pido seguridad jurídica”.    
CONSIDERACIONES 

De conformidad con los artículos 320, 321 y 322 del Código General del Proceso, para la admisión de un recurso de apelación es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:
a) Que la providencia materia de impugnación sea susceptible de apelación.

b) Que el apelante tenga legitimación para recurrir.

c) Que el apelante tenga interés jurídico que justifique el recurso.

d) Que el recurso se interponga en tiempo y con las formalidades que la ley establece (sustentación).

De tales requisitos, no se satisface el primero pues la decisión censurada no admite la alzada en esta clase de actuaciones. 

En efecto, el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 prescribe que contra los autos dictados durante el trámite de las acciones populares “…procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil” (hoy Código General del Proceso); por su parte el artículo 26 de la misma ley prevé: “Oposición a las medidas cautelares. El auto que decrete las medidas previas será notificado al demandado simultáneamente con la admisión de la demanda y podrá ser objeto de los recursos de reposición y de apelación...”. Y el 37 ídem establece: “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil…”.
De acuerdo con esas disposiciones, se tiene que en materia de acciones populares el medio de impugnación de que se trata está reservado para las sentencias y para las providencias que decretan medidas cautelares, pues contra los demás autos que se profieran durante su trámite, solo procede el recurso de reposición.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, ha dicho: 

“Tampoco podría exigírsele a aquél que, ante el fracaso horizontal y la denegación de la alzada frente a esa determinación final, emprendiese la queja, comoquiera que el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no admite la apelación contra los autos dictados en curso de las acciones populares, restricción compatible con la Carta Política, de acuerdo con la sentencia C-377 de 2002 de la Corte Constitucional que examinó la demanda de inexequibilidad en que se denunciaba que la norma cerrara esa posibilidad, poniendo como ejemplo un evento similar al aquí planteado.

En asuntos semejantes, la Corte ha especificado que, 
(…) la formulación de los recursos ordinarios solo puede exigirse si los mismos se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, porque de lo contrario se le estaría imponiendo al usuario una carga procesal que la ley no contempla (…) el reproche efectuado por el Tribunal se relaciona con la falta de interposición del recurso al que alude el artículo 348 de la codificación adjetiva frente al auto que negó la apelación formulada contra la providencia que rechazó la demanda por falta de competencia, “en aras de tramitar la queja”, según aseveró el a quo, medio de defensa que resulta improcedente (…) pues esa determinación no es susceptible de alzada (CSJ, STC 4 oct. 2013, rad 00224-01).

Igualmente, ha encontrado válida la denegación de la alzada pretendida por el gestor frente a rechazos semejantes,  pronunciándose así: 


La misma consideración puede realizarse respecto de las providencias del Tribunal, por medio de las cuales declaró inamisible el recurso de apelación y resolvió la súplica formulada contra la anterior resolución, pues lucen coherentes y ajustadas a la normatividad, en tanto que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 , contra las providencias dictadas en el curso de estas acciones populares, sólo procede el recurso de reposición y la apelación contra la sentencia de primera instancia (CSJ, STC, 4 nov. 2010, exp. 00540-01).
 
Se concluye entonces de lo expuesto que fue acertada la decisión objeto de súplica, sin que haya lugar a analizar desde otra óptica la cuestión, en razón a que el recurrente tampoco expuso las razones jurídicas que le sirven de fundamento para decir que sí procede la apelación contra el auto  que impugnó. 
De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la providencia recurrida.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, Sala Dual de Decisión Civil Familia, 

R E S U E L V E 
1º.- CONFIRMAR el auto de fecha 12 de octubre último, proferido por el magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, en el trámite de la acción popular promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra IPS Pasbisalud SAS, sucursal La Virginia.
2º.- En firme este auto, remítase la actuación al magistrado que dictó la providencia impugnada.

Notifíquese, 
Los Magistrados, 



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� De conformidad con el inciso 2º del artículo 332 del Código General del Proceso. 


� Sala de Casación Civil, auto del 8 de octubre de 2015, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia STC 13797-2015, expediente  2015-00422-01. 







